Dr. Tarciso Dal Maso Jardim. Asesor Jurídico del Senado. Integrante de la Comisión que redactó el proyecto Brasilero de Aplicación del Estatuto de Roma. Brasil. (Texto de la presentación: DIH/doc.20/03)

Me gustaría comenzar por agradecer a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos y al Comité Internacional de la Cruz Roja, por la oportunidad de hacer comentarios sobre las presentaciones del Embajador Paul Durand, Representante Permanente de Canadá ante la OEA y de la señora Brigitte Suhr, de Human Rights Watch.


Ambas presentaciones, como hemos observado, estuvieron de acuerdo en subrayar el papel de los estados con respecto a la puesta en marcha del Estatuto de Roma a fin de hacer posible el ejercicio de la jurisdicción interna de los Estados y la colaboración de estos últimos con la Corte Penal Internacional.


En ese sentido, a pesar de que solamente el Estado de Canadá posee legislación aprobada en esta materia, varios estados del continente americano han puesto en marcha proyectos de ley destinados a llevar a la práctica la doble función de la implementación, tales como Argentina, Uruguay, Ecuador y Brasil, entre otros.


En Brasil, tuve la oportunidad de coordinar la elaboración del correspondiente anteproyecto para la puesta en marcha del Estatuto de Roma y de enfrentar las dificultades de adaptar las normas internacionales a un sistema penal de carácter romano-germánico, con limitaciones constitucionales y conceptuales.


Entonces, el Grupo de Trabajo de Brasil, creado por el Ministerio de Justicia, demostrando la característica mencionada inicialmente de acercamiento del estado a la sociedad civil, logró cumplir sus metas solamente debido a su naturaleza democrática y amplia.   Debe recordarse, al respecto, que la creación de dicho Grupo surgió en un seminario propuesto por la Cámara de Diputados, con la participación de la Embajada de Canadá en Brasil y de varias organizaciones no gubernamentales.  Esa propuesta dio lugar a un grupo diversificado de especialistas que entregó su trabajo en octubre de 2002 y posteriormente, dio un plazo para consultas públicas,  el cual acaba de finalizar.


Con respecto al régimen penal especial que el anteproyecto brasileño se propone alcanzar, aunque tiene muchos aspectos, voy a referirme a algunos de ellos, relacionados con los crímenes de guerra, que es el objetivo más inmediato de esa Sesión Extraordinaria, con la esperanza de poder enriquecer los puntos de vista de los oradores.


Podría, por lo tanto, destacar algunos aspectos de nuestro anteproyecto, como describo a continuación:

· Establecemos una jurisdicción universal para los crímenes de genocidio, crímenes de lesa humanidad y para los crímenes de guerra, con la única condición de que el autor del crimen ingrese en el territorio bajo jurisdicción brasileña.  Además, a excepción de la hipótesis de pedidos concurrentes y de entrega a la Corte Penal Internacional, permitimos la posibilidad de extradición solamente si el otro estado tuviera la disposición efectiva para juzgar.

· Modificamos la sistematización de los crímenes de guerra establecida en el Estatuto, dividiéndolos solamente por tipo de conflicto armado (internacional y no internacional), con independencia de los tratados que los consagraron. Además, la propia Corte Penal Internacional destacó otros tratados en la definición de los Elementos del Crimen, como por ejemplo, cuando detalla las violaciones graves de las cuatro Convenciones de Ginebra.

· Simplificamos la tipificación de los crímenes de guerra definidos en el anteproyecto:  lo que se entiende por persona protegida, bienes protegidos, personas fuera de combate y objetivos militares.  Por lo tanto, en lugar de crear los crímenes de matar prisioneros de guerra, matar civiles, matar enfermos, etc, simplemente creamos el crimen de guerra de matar personas protegidas.

· Con el propósito de que la ley penal sea más clara y operativa, definimos también su tiempo de aplicación, considerando como crímenes de guerra, aquellos realizados durante el período del conflicto armado o después de cese de hostilidades, mientras que la víctima se encuentre bajo el poder de la parte beligerante.  Esta norma deriva de la definición de conflictos armados estipulada por la Convención de Ginebra de 1949 y sus Protocolos Adicionales de 1977.   Fue interesante aquí la solución para incluir aquellos conflictos armados internos de menor intensidad, que no se ajustarían al concepto del Protocolo Adicional II de 1977, pero estarían bajo la jurisdicción del artículo 3, común a las cuatro Convenciones de Ginebra.  Por lo tanto, consideramos también como conflicto armado no internacional otros disturbios graves de orden interno en los cuales se utilice la fuerza militar durante largo tiempo.

· Dado que el Estatuto de Roma debe destacar otras obligaciones internacionales de los estados, se considera como crimen de guerra, el uso de balas, armas, material o métodos de guerra que estén prohibidos por tratados ratificados por Brasil, además de los previstos en el Estatuto de Roma.

· De la misma forma, el crimen de guerra de reclutamiento y alistamiento de niños se modificó a fin de prohibir esos actos para menores de 18 años y ya no para menores de 15 años, de acuerdo a las recientes convenciones en la materia.  Además, esa práctica fue prohibida tanto para las fuerzas armadas como para los grupos armados organizados, independientemente de que el conflicto armado sea internacional o no.

· Del mismo modo, incluimos el crimen de no oponerse a la repatriación de civiles o de prisioneros de guerra, a fin de poner en práctica el Protocolo Adicional I.

· Con relación a conflictos armados internos, ampliamos considerablemente la lista de crímenes previstos en el Estatuto de Roma, excluyendo solamente los relativos a conflictos armados internacionales, como por ejemplo, el crimen de obligar a prestar servicio en las fuerzas enemigas, o el crimen de traslado de la población civil por el poder ocupador y el crimen de no repatriar.

· Finalmente, aprovecho para descartar la pena de muerte como válida en crímenes cometidos durante períodos de guerra, que es la única posibilidad de aplicación de esa clase de pena en Brasil, previéndose los 30 años de prisión, como pena máxima.

Después de estas reflexiones, con la esperanza de poder enriquecer la tarde, ya iluminada por quienes que me precedieron y de presenciar como la Corte Penal Internacional recibe el apoyo de todos los estados, con relación a todos los crímenes bajo sus jurisdicciones, inclusive el crimen de agresión, aprovecho esta oportunidad para felicitar a los organizadores de esta Sesión Extraordinaria.

d.
Diálogo sobre el tema

Algunas delegaciones describieron el proceso mediante el cual sus gobiernos se suscribieron al Estatuto de Roma, así como las medidas que han tomado para adaptar sus legislaciones a los compromisos que se derivan de ello. Igualmente expresaron su preocupación por el hecho de que algunos de estos países hayan firmado acuerdos bilaterales que limitan la jurisdicción de la Corte Penal Internacional.

Otras delegaciones manifestaron su preocupación por el reclutamiento y uso de menores en los conflictos bélicos.

Varias delegaciones se pronunciaron sobre a la importancia de denunciar las violaciones del DIH ante la Corte Penal Internacional, órgano con respecto al cual destacaron su naturaleza permanente, con capacidad para juzgar a personas naturales (entre otras).

Algunas delegaciones insistieron en la importancia de que los Estados Miembros de la Organización se adhieran al estatuto de Roma, e incluso sugirieron que la OEA haga seguimiento al establecimiento de la CPI.

Algunos expertos compartieron información sobre la forma en la que sus países implementaron la legislación nacional relacionada con la jurisdicción de la CPI. Otros expertos aclaraton que han sido muy pocos los Estados de la región que habiendo firmado el Estatuto de Roma han firmado acuerdo que limitan su jurisdicción y alcance.

Otras delegaciones expresaron que la adhesión al Estaturo de Roma no es la única forma de asegurar el cumplimiento de las normas del DIH, sino que por el contrario, asegurar el cumplimiento de la generalidad de las normes dal DIH al interior de los países, es de por sí una herramienta lo suficientemente fuerte.
